BLOQUE 11. FORMAS DE ORGANIZACIÓN TERRITORIAL
LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE ESPAÑA. INFLUENCIA DE LA HISTORIA Y DE LA CONSTITUCIÓN DE 1978.
La organización territorial de España es el resultado de la evolución histórica del territorio peninsular que culminará con la Constitución de 1978 y el establecimiento del Estado de las Autonomías. 
Evolución histórica. 
Edad Antigua. Hasta la llegada de los romanos el territorio de la península Ibérica estaba ocupado por diferentes pueblos y formas de organización política. Con los romanos aparece la primera unidad política peninsular: la Hispania romana. La diócesis de Hispania queda dividida en provincias desde el año 197 a.C. (dos provincias) hasta el siglo V d.C. (cinco provincias). Los visigodos se consideran herederos de los romanos y mantendrán la administración romana. Expulsan a los suevos, vándalos, alanos y bizantinos y crean una unidad territorial con capital en Toledo, dividida en territorium o ducado.

Edad Media. Con la invasión musulmana se produce la aparición de dos conjuntos territoriales que tendrán sus propias divisiones político-administrativas. En la zona musulmana surge al-Andalus, dividido en iqlim o coras, con capital y gobernador (wali) propios. Al desintegrarse la unidad territorial estas coras darán lugar a los diferentes reinos de taifas. En la zona cristiana aparecen varias unidades que originan los espacios regionales históricos: Asturias, León, Castilla, Galicia, Navarra, Aragón y Cataluña. Las conquistas territoriales y las uniones matrimoniales llevarán a que en el s. XIII (1212) se formen los cincos reinos principales: Castilla, Portugal, Navarra, Aragón y Granada.
Edad Moderna. La unión dinástica de los Reyes Católicos llevará al nacimiento de uno de los primeros estados modernos de Europa. Con su matrimonio se unieron las Coronas de Castilla y Aragón y durante su reinado incorporaron por conquista Granada (1492). En 1512 Fernando el Católico tras su matrimonio con Germana de Foix reclama y conquista Navarra. Durante esta etapa también se incorporan por conquista las islas Canarias y Melilla. Durante el reinado de los Austrias Portugal se incorpora de 1580 a 1640 y nos deja Ceuta. La unión de estos territorios no implica una misma organización político-administrativa. Será con la llegada de los Borbones cuando se realiza la uniformización del territorio que conforma España. La guerra de Sucesión ganada por Felipe V le permite aplicar a los reinos de la Corona de Aragón los Decretos de Nueva Planta por los que implanta el modelo administrativo castellano. El territorio español queda organizado en capitanías generales. Con Carlos III se realiza la primera división en provincias.
Edad Contemporánea. En 1833 Javier de Burgos, ministro de Fomento de Isabel II, realiza la división provincial del reino. Se crean 49 provincias con su capital y la misma organización administrativa, aprovechando las derrotas carlistas se priva de sus fueros tradicionales a las provincias vascas y a Navarra. El objetivo de esta división era uniformizador y centralista. Se las agrupa en regiones sin función político-administrativa. En 1927 se divide a las canarias en dos provincias y quedan definidas las 50 provincias actuales. Durante la I República (1873-1874) se plantea un proyecto federal basado en las regiones, pero la Restauración vuelve al centralismo y los movimientos regionalistas evolucionan hacia el nacionalismo en País Vasco, Cataluña y Galicia. Con la II República (1931-1939), por primera vez, se descentraliza el estado y se concede autonomía a las regiones del País Vasco, Cataluña y Galicia. El Estatuto de Autonomía de Cataluña se aprueba en 1932, el del País Vasco en 1936 y el de Galicia se queda sin aprobar al estallar la guerra civil. Durante la dictadura franquista (1939-1975) el estado vuelve organizarse de forma centralizada y unitaria. Las divisiones provinciales y regionales tienen una función meramente administrativa. La Constitución de 1978 crea un estado descentralizado, el estado autonómico, que supone la ruptura con la tradición centralista y el reconocimiento de la diversidad regional. Es un estado unitario ya que la soberanía es única, corresponde al estado español, pero las competencias del estado están descentralizadas dotando a las regiones de autonomía. La organización del estado autonómico se recoge en el Título VIII de la Constitución. 

Organización del estado autonómico. Se estructuran tres niveles de organización político-administrativa: municipio, provincia y comunidad autónoma (artículo 137). Pero la Constitución no crea el mapa de las comunidades autónomas, sólo establece las condiciones y vías de acceso a la autonomía de aquellas regiones que lo deseen. El resultado ha sido la creación de 17 comunidades autónomas con disparidades de tamaño, de población y socio-económicas que han llevado a importantes desequilibrios. El art. 1 de la Constitución se reconoce la igualdad de todos los españoles y en el plano territorial esta igualdad se regula en el art. 138 donde se establece que “las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales” También hace referencia explícita a la solidaridad entre las distintas nacionalidades y regiones que integran el estado español. El proceso autonómico se desarrolló desde 1978 hasta 1983. Las condiciones para acceder a la autonomía se marcan en la Constitución. Las vías son dos: la rápida del art.151 (País Vasco, Galicia, Cataluña y Andalucía) y la lenta del art.143. Navarra usó la disposición adicional primera para realizar un “amejoramiento” del fuero.

Organización territorial actual.

Las Comunidades Autónomas. Según el art. 147 de la Constitución española, cada Estatuto ha de contener: el nombre de la Comunidad, la delimitación del territorio, la denominación, organización y sede de las instituciones autonómicas, las competencias (o materias de gobierno) asumidas y las bases para el traspaso de las competencias.

El art. 152 establece que cada Comunidad tenga su “Asamblea Legislativa”, su propio ejecutivo o “Gobierno Autonómico” y un “Tribunal Superior de Justicia”.

Por otra parte, el Gobierno central nombra al delegado de gobierno con la misión de dirigir la Administración del Estado en cada comunidad autónoma y coordinarla con la correspondiente Administración autonómica (art. 154).

Cada Comunidad Autónoma elabora su propio presupuesto de ingresos y gastos. La financiación de las comunidades autónomas es diferente: las de régimen foral (País Vasco y Navarra) recaudan todos los impuestos y acuerdan la cesión al Estado de parte de la recaudación. Las de régimen común recaudan sus propios impuestos, los cedidos por el Estado y comparten el 50% del IRPF y del IVA y el 58% de los impuestos especiales que se recaudan en su territorio. La cesión de la recaudación de estos impuestos ha generado serias controversias, especialmente en aquellas comunidades con menos PIB y con menor población, que posiblemente vean acrecentar las diferencias de riqueza respecto a las comunidades más ricas. Este hecho se intenta paliar con el Fondo de Garantía de los Servicios Públicos Fundamentales, el Fondo de Suficiencia Global, el Fondo de Convergencia autonómica y el Fondo de Compensación Interterritorial (FCI). 
La provincia.

La Ley de Régimen Local la define como: “circunscripción determinada por la agrupación de municipios, a la vez que división territorial de la Administración del Estado”. Los elementos constitutivos de la provincia son:

-El territorio, formado por la unión de los términos municipales que la integran.

-La población, constituida por los vecinos de los municipios de la misma.

-La organización jurídica, pues la provincia tiene personalidad jurídica propia y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines.

-El gobierno y la administración de las provincias corresponde a las Diputaciones Provinciales y otras corporaciones de carácter representativo (por ejemplo, en las comunidades autónomas uniprovinciales esas funciones las asumen los órganos autonómicos). En los archipiélagos, la administración corresponde a los Cabildos (islas Canarias) y a los Consejos (Consell) Insulares (islas Baleares).

El artículo 36 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL) establece una serie de competencias de la Diputación:

-Coordinación de los servicios municipales entre sí para garantizar una prestación integral y adecuada.

-Asistencia y cooperación jurídica, económica y técnica a los municipios, especialmente a los de menor capacidad económica y de gestión. 
-Prestación de servicios públicos de carácter supramunicipal y, en su caso, supracomarcal.

-Fomento y administración de los intereses particulares de la provincia, en general.

Los municipios.

La Ley de Régimen Local califica al municipio como “entidad natural”; por su parte, la Constitución no da una definición concreta, sólo menciona la garantía de su autonomía y el goce de personalidad jurídica plena.

El término municipal es el territorio al que extiende su jurisdicción un ayuntamiento, y puede modificarse por la incorporación de unos ayuntamientos en otros, etc. La población, integrada por los habitantes del término municipal, se divide en residentes y transeúntes y estará inscrita en el padrón. El gobierno y administración de los municipios corresponde a los Ayuntamientos, integrados por alcaldes y concejales. Por otra parte, según el art. 26 del LRBRL, los servicios que tienen que prestar los municipios son los siguientes:

-En todos los municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población, pavimentación de las vías públicas, y control de alimentos y bebidas.

-En los municipios de población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, biblioteca pública, mercado y tratamiento de residuos.

 -En los municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección civil, prestación de servicios sociales, prevención y extinción de incendios, instalaciones deportivas de uso público y matadero.

-En los municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte colectivo urbano de viajeros y protección del medio ambiente.
Otras entidades locales son las parroquias en Galicia y Asturias, de menor tamaño que el municipio, las comarcas y mancomunidades, agrupaciones subproviciales de municipios de tipo histórico o para gestionar servicios y las áreas metropolitanas de las grandes ciudades.
LOS DESEQUILIBRIOS Y CONTRASTES TERRITORIALES.
A pesar de que el Estado de las autonomías se basa en la igualdad territorial y la solidaridad actualmente existen destacados desequilibrios entre las comunidades autónomas y dentro de ellas. Parten de las condiciones naturales y la desigual distribución de los recursos por el territorio y se acentúan por la actuación humana. Resultan de una combinación de factores heredados y actuales y son de cuatro tipos:

-desequilibrios económicos: observables en la capacidad productiva (PIB) y en su distribución por habitante (PIB per capita).

-desequilibrios demográficos: manifestados en la distribución de la población.

-desequilibrios sociales: en el acceso de la población al bienestar: acceso a servicios sanitarios, educativos, culturales, de ocio…
-desequilibrios en la capacidad decisoria: existencia de espacios centrales (caracterizados por su capacidad de dominación) y espacios periféricos (caracterizados por ser dominados).

El factor fundamental en el origen de los desequilibrios ha sido la industrialización, que creó acusados contrastes desde el s.XIX entre la periferia, donde se situaron las fábricas, y el interior, fuertemente agrarizado. En los años 60 se agudizaron estos contrastes creándose un modelo territorial caracterizado por una zona centro poco desarrollada (salvo Madrid) y una periferia desarrollada (salvo Galicia y Andalucía).

Los desequilibrios económicos iniciales se acentuaron en los años 60 con el desarrollo basado en el sector secundario y el turismo: País Vasco, Cataluña, Levante y las islas, especialmente Baleares, concentraron la riqueza y el empleo, junto con Madrid, donde el factor fue la capitalidad, esto se reflejó en el PIB, la renta per capita y las infraestructuras.

Los desequilibrios demográficos son el resultado de la crisis de la agricultura tradicional y del desarrollo industrial, el éxodo rural y las emigraciones interiores consolidaron una periferia densamente poblada.

Los desequilibrios sociales hacen que las comunidades mejor dotadas económicamente también lo estén en servicios sociales.

Los desequilibrios en el poder supusieron que las zonas centrales acapararan más poder e influyeran más en las decisiones.

Actualmente los ejes de desarrollo han cambiado por el cambio económico y las regiones más favorecidas son: 

-Madrid

-litoral mediterráneo

-valle del Ebro

-archipiélagos balear y canario

-País Vasco

Los ejes en declive son los espacios industriales maduros en crisis, como la cornisa cantábrica. Se mantienen como escasamente desarrollados los espacios del interior peninsular y Galicia, Andalucía y Murcia.
LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS: POLÍTICAS REGIONALES Y DE COHESIÓN TERRITORIAL.
La política regional y de cohesión territorial es el instrumento para paliar los desequilibrios regionales y fomentar el desarrollo regional. La política regional nace en España en la década de los 60, con los Planes de Desarrollo (1964-1975). Se basaron en el fomento de la industria en zonas atrasadas, pero con escasos resultados. Desde 1975 hasta 1985 no se desarrollan políticas regionales. En 1986 se revitaliza esta política en consonancia con varios aspectos: llevar a la práctica el principio constitucional de la solidaridad interterritorial, establecimiento y desarrollo del sistema autonómico y la adhesión a la U.E. La política regional debió asumir las directrices europeas y se desarrolla una política regional intracomunitaria para paliar los desequilibrios dentro de cada Comunidad Autónoma.
La política regional y de cohesión de la U.E. (2014-2020). Los objetivos son invertir en el crecimiento y el empleo de todas las regiones y fomentar la cooperación territorial europea. Para conseguir los once objetivos generales se apuesta por un crecimiento inteligente, sostenible e integrador.
Los fondos europeos son:
-FEDER: cuyo objetivo es fortalecer la cohesión económica, social y territorial.

-FSE: su objetivo son las personas, está dirigido al empleo y a la educación, especialmente al empleo juvenil (aquellos países que superen un 25% de paro juvenil)

-Fondo de cohesión: busca reducir las disparidades socioeconómicas y promover el desarrollo sostenible. Es de carácter nacional, lo reciben todos los países cuyo PIB per capita sea inferior al 90% de la media europea.

Regiones que entran en las categorías receptoras de las ayudas europeas son: 

-las regiones menos dinámicas: aquellas cuyo PIB p.c. sea inferior al 75% de la media europea.

-las regiones en transición: aquellas cuyo PIB p.c. sea de entre el 75% y el 90% de la media europea.

-las regiones más dinámicas: aquellas cuyo PIB p.c. sea superior al 90% de la media europea.

A estas hay que añadir las regiones ultraperiféricas y septentrionales poco pobladas.

Las consecuencias de recibir estos fondos son varias. Suponen una cesión de soberanía ya que la U.E. puede autorizar o no las políticas regionales diseñadas. Ha favorecido la convergencia con Europa, en el 2010 la mayoría de las regiones españolas estaban por encima del 75% PIB p.c. de la media europea (hay que tener en cuenta el “efecto estadístico” de la ampliación a 27). Y ha reducido los desequilibrios interterritoriales.

La política regional y la cohesión del Estado.  En los objetivos tradicionales estaba el fomento del desarrollo de las regiones menos dinámicas mediante la mejora de los transportes y el incremento del regadío y la atracción de la industria mediante la creación de los polos de promoción y desarrollo. Los actuales objetivos son lograr un desarrollo regional equilibrado, potenciando las regiones menos favorecidas y fomentando el potencial endógeno. Los instrumentos para lograr los objetivos de la política regional son:
-los incentivos regionales: son ayudas a ciertos sectores a fondo perdido para atraer la inversión empresarial. Las zonas son tres: Canarias y las regiones españolas con un PIB p.c. inferior al 75% de la media europea.
-el Fondo de Compensación Interterritorial: es el medio para llevar a la práctica el principio de solidaridad, sus ingresos proceden de los presupuestos generales y hasta 1990 beneficiaban a todas las comunidades, desde entonces sólo a las que tienen una renta per capita inferior a la media nacional. Desde 2001 se han separado en un fondo complementario y un fondo de compensación.
-el Fondo de Convergencia Autonómica: para reducir las diferencias de financiación entre comunidades. También se ha dividido en dos, el Fondo de Competitividad, para aquellas regiones con una renta per capita inferior a la media nacional, y el Fondo de Cooperación, para aquellas con una renta inferior al 90% de la media nacional.

-la política redistributiva del Estado que, a través de los impuestos, especialmente el IRPF, las comunidades más ricas son las que más contribuyen y las comunidades más pobres las que más reciben, en gasto social (pensiones y desempleo).

CONCEPTOS
Estatuto de Autonomía, Comunidad Autónoma, Municipio, Diputación.
PRÁCTICAS
-Comentarios de mapas y estadísticas que reflejen las desigualdades territoriales.

-Comentarios de texto sobre la intervención en el territorio.
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